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GENERALIDADES EN LA REVISIÓN EN VÍA ADMINISTRATIVA

La Administración Pública, cualquiera que sea su denominación (General, Tributaria,
Laboral, Social, Universitaria) o naturaleza (Estatal, Autonómica, Local o Institucional),
sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de
eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con someti-
miento pleno a la ley y al Derecho. Esta afirmación, referida por el artículo 103.1 de la
Constitución, es el eje sobre el que debe gravitar la actuación de la Administración.

Así pues, los “intereses generales” se configuran como un principio constitucionali-
zado, que debe estar presente y guiar cualquier actuación de la Administración. En
efecto, el artículo 103.1 de la Constitución impone explícitamente a la Administración
que sirva al interés público, pero además lo ha de hacer con "objetividad" y con "some-
timiento pleno a la ley y al Derecho". Estos dos límites, junto con otros no explícitamente
citados en el precepto constitucional aunque intrínsecamente unidos a ellos, garantizan
la interdicción de la búsqueda del fin sin atender a los medios, o lo que es lo mismo, “el
fin no justifica los medios”, debiéndose reprobar aforismos tales como “Cum finis est
licitus, etiam media sunt licita” (“Cuando el fin es lícito, también lo son los medios”).

La objetividad en el actuar de la Administración exigida en el artículo 103 excluye la
utilización de medios discriminatorios o justificados en razones meramente subjetivas.
De igual manera, aunque con una formulación más amplia, esa prosecución del interés
público sólo podrá materializarse dentro de la legalidad, es decir, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.

Por ello, la Administración, las Administraciones, incluidas en ellas las denominadas
Institucionales, no gozan de un grado de autonomía de la voluntad similar al que es
propio de los sujetos de derecho privado y su actuación está sujeta a la Ley y al Derecho
y por ello cualquier actuación pública ilegal o injusta deben ser expulsadas del sistema
por desviarse de búsqueda y prosecución del interés público.

Es más, en palabras de la Exposición de Motivos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre,
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, LPAC, “(l)a
esfera jurídica de derechos de los ciudadanos frente a la actuación de las Administra-
ciones Públicas se encuentra protegida a través de una serie de instrumentos tanto de
carácter reactivo, entre los que destaca el sistema de recursos administrativos o el control
realizado por jueces y tribunales, como preventivo, a través del procedimiento admi-
nistrativo, que es la expresión clara de que la Administración Pública actúa con some-
timiento pleno a la Ley y al Derecho, como reza el artículo 103 de la Constitución”.

En fin, el artículo 103 establece los principios que deben regir la actuación de las
Administraciones Públicas, entre los que destacan el de eficacia y el de legalidad, al
imponer el sometimiento pleno de la actividad administrativa a la Ley y al Derecho. La
materialización de estos principios se produce en el procedimiento, constituido por una
serie de cauces formales que han de garantizar el adecuado equilibrio entre la eficacia
de la actuación administrativa y la imprescindible salvaguarda de los derechos de los
ciudadanos y las empresas, que deben ejercerse en condiciones básicas de igualdad en
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cualquier parte del territorio, con independencia de la Administración con la que se
relacionen sus titulares.

Nacen de ello, por disposición legal, dos grandes conceptos: el acto administrativo
(singular o general) y el procedimiento; el primero, definido –aun con muchas variantes-
por la Doctrina como “toda manifestación de voluntad, de deseo, de conocimiento o de
juicio realizada por la Administración Pública, en el marco de un procedimiento y en el
ejercicio de una potestad administrativa”; el segundo, entendido ex LPAC como el con-
junto ordenado de trámites y actuaciones formalmente realizadas, según el cauce legal-
mente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad de la Adminis-
tración.

Finalmente, se requiere –y no podía ser menos- que el acto administrativo y el pro-
cedimiento en el que se enmarca sea perfectos –salvo matices, como las “irregularidades
no invalidantes”- de suerte tal que nace la idea de “validez” del acto y del procedimiento,
que han de ser concurrentes, debiéndose expulsar del sistema los actos inválidos, en sí
mismo considerados, o porque el procedimiento el que dimanan también lo sea. En otros
términos, un acto administrativo es inválido cuando está viciado alguno de sus elementos
o el procedimiento en que se enmarca, si bien, según la importancia y trascendencia del
vicio de que se trate, la invalidez podrá alcanzar el grado de nulidad o de anulabilidad,
pudiéndose afirmar que un acto es nulo con nulidad absoluta o de pleno derecho cuando
su ineficacia es intrínseca y por ello carece ab initio de efectos jurídicos sin necesidad
de su previa impugnación, mientras que es anulable cuando el acto infringe el ordena-
miento jurídico, no reúne los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o
causa indefensión de los interesados, o es realizado fuera del tiempo establecido, siendo
el término o plazo indispensable para el propio acto, o lo que es lo mismo cuando con-
curre en él cualquier vicio o defecto que, sin poder ser calificado como mera irregulari-
dad no invalidante, no pueda ser encajado en ninguno de los supuestos de nulidad de
pleno derecho.

Como dijimos antes, frente a un acto administrativo o frente a un procedimiento
inválido el ciudadano dispone de una serie de instrumentos de carácter reactivo, entre
los que destaca el sistema de recursos administrativos o el control realizado por jueces
y tribunales (recursos jurisdiccionales), sin perjuicio de que, eventualmente, frente a
situaciones consolidadas (actos firmes en vía administrativa) la seguridad jurídica ceda
en beneficio de la legalidad si ésta es vulnerada de manera radical, lo que obliga a ana-
lizar la concurrencia de motivos tasados y con talante restrictivo (STS de 13-05-2013,
rec. 6165/2011) que permiten a la Administración, las más de las veces, accionar los
denominados “procedimientos especiales de revisión”, conocida por la LPAC como
“revisión de oficio” (arts. 106 y 107 LPAC).

Este esquema, así expuesto, gravita pues sobre los conceptos de acto, procedimiento,
vicios que afectan a su validez, y mecanismos de reacción, y como tal, esta normado por
la LPAC. Ahora bien, es la propia Ley común (Disposición adicional primera, LPAC) la
que establece que las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en
materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa, se regirán, res-
pecto a éstos, por lo dispuesto en las leyes especiales, como, en el caso, la Ley General
Tributaria, previendo también dicha norma (art. 112 LPAC) que las leyes especiales 
–como la LGT- podrán sustituir el recurso de alzada del derecho común, en supuestos o
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ámbitos sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifi-
que, por otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y
arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a instrucciones
jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce
a las personas y a los interesados en todo procedimiento administrativo.

Como el lector habrá advertido, en el ámbito que es el que nos ocupa, el tributario,
las potestades administrativas de revisión van a gozar de un tratamiento legal singular,
porque singular es, al menos así se entiende, el bien jurídico que con ello se tutela: el
Erario, la Hacienda Pública.

Así las cosas, el legislador tributario, en concreto, la LGT asume como propio el
esquema citado; pero establece tantas singularidades que van a permitir afirmar, sin lugar
a dudas, que la REVISIÓN TRIBUTARIA es realmente especial, respecto al régimen jurí-
dico común pudiéndose predicar –y de ahí su importancia- que estamos en presencia
de un Cuero legal, propio, que merece –y ello es el motivo de la presente obra- un análisis
pormenorizado de sus elementos, como en su momento, veremos.

Ello no obstante, dejamos aquí apuntadas, las mayores diferencias, a la sazón, espe-
cialidades que justifican –ya se ha dicho- la razón de ser de esta Obra y que reflejaremos,
visualmente, en los Cuadros sinópticos que acompañamos y que, entre otras, son las
siguientes:

Primero: En lo que se refiere a su denominación, el Título V de la Ley 39/2015, de 1
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas,
LPAC, se refiere a la REVISIÓN DE LOS ACTOS EN VÍA ADMINISTRATIVA mientras que
su homólogo Título V, LGT se refiere, de entrada, a la REVISIÓN EN VÍA ADMINISTRA-
TIVA. Desaparece, y el lector lo advertirá, la referencia al “acto” administrativo, toda vez
que ese concepto, el acto, se desdibuja y perfila mediante un concepto propio: el “acto
de aplicación del tributo” vid. art. 6, 103.3 y 213 LGT 2003, entre otros.

Segundo: Desaparece en el orden tributario la posibilidad de revisar de oficio las
denominadas “disposiciones”, esto es, actos administrativos generales, tales como Regla-
mentos y normas de inferior rango, tales como Órdenes, Ordenanzas y similares.

Tercero: La LGT contempla, si bien ubicado de manera errónea, la Devolución de
Ingresos Indebidos, como un Procedimiento especial de revisión (art. 221 LGT 2003),
instituto completamente desconocido para la LPAC.

Es más, y en su momento se verá, la Devolución de Ingresos Indebidos –como tal-
encuentra su verdadero régimen legal en el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por
el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de
diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, RGRVA.

Cuarto: La LPAC sólo refiere la Revisión a las denominadas “resoluciones” entendidas
éstas, con carácter general, como los actos finalizadores del procedimiento administra-
tivo (art. 84 LPC); la LGT, en la especialidad que nos ocupa, no desconoce la existencia,
juntos con las Resoluciones, o actos finales, de lo que podríamos llamar “actos iniciales”
impugnables, como sería el caso de la providencia de apremio, incluso de la existencia
de actos mediales o instrumentales, con sustantividad propia, como las Diligencias de
embargo, impugnables, unos y otros de forma autónoma, si bien por motivos tasados
(art. 167 y 171 LGT 2003).
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Quinto: A la Revocación se refiere el art. 109 LPAC previendo que las Administra-
ciones Públicas podrán revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción,
“/…/ sus actos de gravamen o desfavorables”, siempre que tal revocación no constituya
dispensa o exención no permitida por las leyes, ni sea contraria al principio de igualdad,
al interés público o al ordenamiento jurídico; mientras, la LGT dispone que la Adminis-
tración tributaria “/…/ podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados cuando se
estime que infringen manifiestamente la ley, cuando circunstancias sobrevenidas que
afecten a una situación jurídica particular pongan de manifiesto la improcedencia del
acto dictado, o cuando en la tramitación del procedimiento se haya producido indefen-
sión a los interesados.”.

Adviértase dos extremos: 1.- La LGT amplía la revocación a todo tipo de actos, favo-
rables o desfavorables, siempre que, en todo caso, se beneficie al interesado(obligado
tributario), y 2.- la LGT limita -y en su momento se verá- a tres los supuestos que permiten
incoar este Procedimiento especial, a saber: a) cuando se estime que infringen manifies-
tamente la ley; b) cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurí-
dica particular pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado, o c) cuando en
la tramitación del procedimiento se haya producido indefensión a los interesados.

Sexto: La LPAC asume la existencia de un único procedimiento administrativo, el
denominado Procedimiento Administrativo Común, previendo especialidades en la
resolución de los de carácter sancionador y de responsabilidad patrimonial (arts. 90 y 91
LPAC) y la existencia de la “Tramitación simplificada del procedimiento administrativo
común” cuando razones de interés público o la falta de complejidad del procedimiento
así lo aconsejen.

La LGT –advertida su especificidad- contempla, a los efectos que nos ocupa, la exis-
tencia de (especialidades) en los procedimientos tributarios (arts. 98 y ss. LGT 2003) pero
es más, la de lo que se viene en conocer como procedimientos de gestión tributaria, de
inspección, de recaudación y sancionador, que, atemperando su singularidad, van más
allá de lo que serían meras especialidades procedimentales.

Séptimo: La LPAC se refiere al Recurso de Reposición como aquél que haya de pro-
moverse potestativamente contra “actos administrativos que pongan fin a la vía admi-
nistrativa” (art. 112 y 123 LGT 2003) ante el mismo órgano que los hubiera dictado o
ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo;
mientras que la LGT se refiere a Reposición como el Recurso que, potestativamente, haya
de promoverse contra los actos dictados por la Administración tributaria susceptibles de
reclamación económico-administrativa, previendo su carácter previo a la reclamación
económico-administrativa (art. 222 LGT 2003).

Octavo: El Recurso de alzada (art. 112 LPAC) se sustituye en el ámbito económico-
administrativo por la denominada “reclamación económico-administrativa” y los diver-
sos recursos que participan de su naturaleza.

En efecto, la LPAC prevé que en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y
cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de
impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados
o Comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con respeto a los
principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las personas y a los intere-
sados en todo procedimiento administrativo.
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1. GENERALIDADES DE LA RECTIFICACIÓN DE ERRORES. CONCEPTO DE
ERROR MATERIAL O DE HECHO

A través de este procedimiento, el órgano u organismo que hubiere dictado un acto
o resolución puede rectificar, en cualquier momento, de oficio o a instancia de los inte-
resados, los errores materiales, de hecho o aritméticos que aquellos padezcan, siempre
que no hubiere transcurrido el plazo de prescripción. En particular, se rectifican los
errores de hecho que resulten de los propios documentos incorporados al expediente (v.
gr., nombre o apellidos del interesado, su domicilio, fechas, ...). La resolución que se
adopte, pues, corregirá el error en la cuantía o en cualquier otro elemento del acto o
resolución que se rectifica (art. 220.1 LGT 2003). En puridad, no existe “plazo de pres-
cripción para rectificar errores”, sino, más bien, por ejemplo, y ex art. 66 LGT 2003 el
del “derecho a solicitar (...) las devoluciones de ingresos indebidos". Así pues, el plazo
de prescripción referido por el art. 220 LGT 2003 hay que entenderlo que lo es respecto
del plazo de prescripción del derecho al que se refiere el acto de aplicación del tributo
de que se trate; por ejemplo, en el caso “una liquidación tributaria a pagar” puede decirse
que el derecho del contribuyente a instar la rectificación de errores de una Liquidación
tributaria prescribe cuando prescribe el derecho a instar su revisión y solicitar el ingreso
indebido, si ese fuera el fin.

Así pues, este procedimiento tiene por objeto rectificar un acto administrativo viciado
o irregular, pero no supone, de ninguna forma, ni sustituirlo ni anularlo ni revocarlo; en
otros términos, el acto sigue siendo el mismo desde su emisión y mantiene sus plenos
efectos, sólo se reforma o depura en aquella parte defectuosa. Así pues, en el procedi-
miento de rectificación no se impugna el acto, sino lo que se pretende es su subsanación.
Aún más, por su propia naturaleza quedan al margen de este procedimiento los errores
padecidos por los obligados tributarios a la hora de cumplimentar sus declaraciones o
formular sus autoliquidaciones, para lo que existen sendos mecanismos de rectificación
según resulte, o no, un ingreso indebido o, en su caso, no existiendo ingreso se genere
un perjuicio en el interesado de cualquier tipo: declaraciones o autoliquidaciones com-
plementarias o el mecanismo de la impugnación de la autoliquidación (arts. 122 y 120
LGT 2003).

En palabras del Tribunal Supremo, "la facultad de corrección de errores no constituye,
pues, un procedimiento revisor, por cuanto su objetivo no es anular ni sustituir el acto
que padece el error, sino, bien al contrario, mantenerlo subsanado el defecto. Por eso
no puede emplearse esta vía cuando lo que se pretende es la revocación del acto, o la
alteración de su contenido esencial, o de alguno de sus extremos o elementos sustan-
ciales" (STS 6-10-1994).

Concepto de error material o de hecho

La definición del error material o de hecho es reiterada en nuestra jurisprudencia; así,
se establece que el error material o de hecho ha de tener, para merecer dicha calificación
las siguientes características (por todas, STS 28-9-1992):
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1.º Evidente, indiscutible o manifiesto, es decir, que implique la evidencia por sí
solo, autenticándose por sí misma, con realidad autónoma.

2.º Tener realidad independiente de toda opinión o criterio interpretativo de las
normas jurídicas aplicables.

3.º Poder observarse y apreciarse con los datos obrantes en el expediente admi-
nistrativo.

4.º Poder rectificarse sin que padezca la subsistencia jurídica del acto adminis-
trativo que lo contiene; es decir, que la rectificación no equivalga a la anulación,
revocación o sustitución del mismo.

Ejemplo:

Juan De Spiste recibe determinada liquidación tributaria en la que, por lo que es
del caso, se advierte un error en la suma de las deducciones de la cuota, pues donde
dice "total: 120 euros", debe decir "total: 210 euros". Pasados 45 días desde su recep-
ción, D. Juan advierte dicho error. ¿Qué puede hacer D. Juan?

Instar de la Oficina gestora la rectificación del error aritmético padecido en la
citada liquidación.

El error de hecho o material se caracteriza porque versa sobre un hecho, cosa o
suceso, esto es, sobre una realidad independiente de toda opinión, criterio particular o
calificación, estando excluido de su ámbito todo aquello que se refiere a cuestiones de
derecho, valoración de pruebas, interpretaciones de normas jurídicas y calificaciones
jurídicas. Sin embargo, en la práctica no resulta fácil separar el error de hecho y el error
de derecho, por lo que es frecuente que la Administración o el contribuyente pretendan
revisar al socaire de unos pretendidos errores de hecho verdaderos errores de derecho.

Específicamente, no tiene la consideración de error material, la consignación en un
acuerdo de liquidación de intereses de demora como consecuencia de la suspensión de
la ejecución de una deuda tributaria, de los porcentajes correspondientes al interés legal
vigente durante el período de devengo, en lugar de los correspondientes al interés legal
incrementado, cuando en dicho acuerdo no se especificaba expresamente cuál de los
dos resultaba aplicable, pues ambos son calificados en el artículo 26.6 como intereses
de demora (Res. TEAC 00/01209/2010/00/00, de 24-04-2012); ni la pretendida o adver-
tida incongruencia de una resolución económico-administrativa, ni la omisión del trá-
mite de audiencia (para sustentar una rectificación de error material, el posible error debe
formar parte de la propia resolución y no constar en un acto diferente aunque forme parte
del mismo procedimiento) ni, en fin, la modificación de la renuncia a la devolución
inicialmente consignada al presentar la autoliquidación de renta (se trata de un acto de
revocación de la voluntad inicialmente manifestada). Por su parte, si se practicaron liqui-
daciones anuales en lugar de trimestrales, el advertido defecto es un defecto sustantivo
o de derecho del que adolecía la liquidación originaria y que afecta directamente al fondo
de la cuestión por cuanto va mucho más allá del defecto material, de hecho o aritmético
a que se refiere el artículo 220 de la LGT; es un vicio que se refiere a cuestiones de fondo
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de la liquidación y que se debió impugnar por el reclamante en los recursos procedentes
contra la misma (Res. TEAC 22-09-2015, Rec. 6857/2013). En este orden de cosas, el
cambio normativo operado en el artículo 220 LGT respecto del antiguo artículo 156 de
la LGT de 1963 supone una ampliación del concepto de error de hecho, incluyendo el
que resulta de los propios documentos incorporados al expediente. Al error en la mani-
festación de la voluntad se añade el error que se produce en la formación de la voluntad
del órgano, lo cual altera la naturaleza del procedimiento de rectificación de errores
respecto del antiguo, porque para corregir el error en la formación de la voluntad, error
que afecta al propio supuesto de hecho controvertido, es necesario alterar su esencia,
llegando incluso a la anulación del acto si procede.

INICIACIÓN E INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE RECTIFICA-
CIÓN DE ERRORES

El procedimiento para la rectificación del error podrá iniciarse de oficio o a instancia
del interesado (art. 220.1 LGT 2003).

En el primer caso, el expediente se iniciará previo acuerdo del órgano competente
que incorporará la propuesta de rectificación y que será remitida al interesado para que
éste pueda, en su caso, efectuar alegaciones en el plazo de quince días contados a partir
del día siguiente al de la notificación de la propuesta (art. 13.1 RGRVA). Cuando la
rectificación se haga en beneficio de los interesados, se podrá notificar directamente la
resolución del procedimiento (art. 13.1 párrafo segundo RGRVA). La omisión del trámite
de audiencia citada se califica de anulable (Res. TEAC 00/03585/2011/00/00 de
13-05-2014).

De iniciarse el procedimiento a instancia de parte interesada, deberá presentarse
escrito con las menciones contenidas en el art. 2 RGRVA; en estos casos, la Administra-
ción podrá resolver directamente lo que proceda, cuando no figuren en el procedimiento
ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos, alegaciones o pruebas que las
presentadas por el interesado. En caso contrario, deberá notificar la propuesta de reso-
lución para que el interesado pueda alegar lo que convenga a su derecho en el plazo de
quince días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la propuesta (art.
13.2 RGRVA).

Se podrá suspender la ejecución de los actos administrativos sin necesidad de aportar
garantía cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético,
material o de hecho (art. 13.3 RGRVA). Por lo demás, ninguna norma impide que, una
vez subsanado un error material respecto de un determinado acto, la Administración
posteriormente no pueda subsanar un segundo error material apreciado respecto del
mismo acto (Res. TEAC 00/3281/2019, de 20-04-2021).

RESOLUCIÓN EL PROCEDIMIENTO DE RECTIFICACIÓN DE ERRORES

La competencia para su resolución la tiene atribuida el mismo órgano que dictó el
acto o resolución que se revisa [arts. 220.1, 229.1.e) y 229.2.c) LGT 2003].
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Este procedimiento está sujeto a plazo máximo de resolución, señalado en seis meses
desde que se presentó la solicitud por el interesado o desde que se notificó el acuerdo
de iniciación del procedimiento (art. 220.2 párrafo primero LGT 2003). Señálese que el
citado plazo máximo es de "notificación de la resolución expresa" por lo que, a los
citados efectos, será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de notificación
que contenga el texto íntegro de la resolución.

Por su parte, los efectos que produce la resolución presunta, será la caducidad del
procedimiento –si éste se inició de oficio– o la desestimación por silencio administrativo
de la solicitud –si se hubiese iniciado a instancia del interesado–.

Obviamente, la caducidad del procedimiento deberá ser declarada de forma expresa
por la Administración actuante, mediante resolución en la que dé por concluido el expe-
diente y proceda el archivo de las actuaciones (art. 220.2 párrafo segundo LGT 2003).

Por último, las resoluciones que se adopten son definitivas y, por ello, serán suscep-
tibles de los recursos de reposición y reclamación económico-administrativa (art. 220.3
LGT 2003), excepción hecha de las resoluciones de rectificación de errores dictadas por
los órganos económico-administrativos, al no estar prevista dicha posibilidad en la nor-
mativa vigente; en este caso, una posibilidad de la que dispone el contribuyente –amén
del ejercicio de las acciones contencioso-administrativas– puede ser la de solicitar por
la vía del incidente (art. 239.6 LGT 2003) la revisión de la resolución del órgano eco-
nómico-administrativo que estima, o no, la rectificación del error inicialmente deducida.

PRESENTACIÓN TELEMÁTICA DEL PROCEDIMIENTO DE RECTIFICACIÓN
DE ERRORES

En orden a la presentación telemática de las solicitudes de rectificación de Errores
Materiales, la Resolución de 11 de diciembre de 2001, de la Dirección General de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria, regula la presentación por vía telemática
de recursos de reposición y otras solicitudes de carácter tributario (BOE 311, de
28-12-2001) y prevé la posibilidad de presentar ante los órganos de la AEAT esta solicitud
por vía telemática.

Debe recordarse que, para ello, el interesado se ha de hallar en posesión de un Cer-
tificado de Firma Electrónica, expedido por el órgano competente e instalado en su
ordenador. Una vez obtenido, deberá acceder a la página web de la AEAT (www.agen-
ciatributaria.es) y seguir la ruta que allí se señala en el marco de la Oficina Virtual: Inicio /
Oficina Virtual / Registro de documentos electrónicos / Interposición de recursos y soli-
citudes de revisión / Presentación de solicitudes.

Procedimientos especiales de revisión. Error (art. 220 LGT 2003)

SUBJETIVOS OBJETIVOS FORMALES

¿Ante quién?

El órgano que hubiese dic-
tado el acto o resolución.

¿Qué?

Todo tipo de actos, resoluciones y
sanciones, firmes o no, favorables o
desfavorables, en beneficio o en per-
juicio de los interesados.

¿Cómo?

Art. 2 RGRVA

Art. 3 RGRVA
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SATISFACCIÓN EXTRAPROCESAL DE LA RECLAMACIÓN ECONÓMICO-
ADMINISTRATIVA

Existe satisfacción extraprocesal cuando la Administración, iniciado un proceso de
revisión reconoce, con posterioridad y a través del procedimiento administrativo con-
creto (v. gr., revocación, rectificación de errores, etc.) y distinto al que determinó el
nacimiento del acto impugnado, totalmente las pretensiones de la parte demandante.

La satisfacción extraprocesal despliega sus efectos en el proceso anterior abierto como
consecuencia del acto que se revoca o anula, produciendo necesariamente su termina-
ción, por lo que el proceso mismo debe terminar, al no existir ya pretensiones que pue-
dan ser reconocidas o satisfechas por el órgano en cuestión.

Cuando se produzca la renuncia o desistimiento del reclamante, la caducidad de la
instancia o la satisfacción extraprocesal, el tribunal acordará motivadamente el archivo
de las actuaciones, acuerdo que podrá ser dictado por un órgano unipersonal y cuya
revisión, en vía administrativa, sólo será posible mediante el denominado "recurso de
anulación" dispuesto en el artículo 241 bis LGT 2003.

Específicamente, planteada reclamación económico-administrativa ante el TEAR, si
se recurre ante el TEAC al considerar que estaba desestimada por silencio, si posterior-
mente el TEAR resuelve favorablemente al recurrente, lo que procede es que el TEAC
archive las actuaciones por satisfacción extraprocesal (Res. TEAC 17.07.2014,
00/01699/2011/00/00).

Junto a este “instituto” la Doctrina menciona la denominada “inexistencia sobreve-
nida” o “pérdida sobrevenida” que se define como aquella forma o modo de terminación
del mismo que se fundamenta en la aparición de una realidad extraprocesal que priva o
hace desaparecer el interés legítimo a obtener la tutela pretendida; por ejemplo, la anu-
lación de la liquidación –por sentencia sobrevenida- comporta la consiguiente anulación
de la sanción, por pérdida de objeto (STS de 22-11-2013, rec. 3720/2011).

Ambas son manifestaciones diferentes de que el proceso ha perdido su interés al
objeto de obtener la tutela judicial pretendida, que no sólo deriva de haberse obtenido
extraprocesalmente la satisfacción de dicho interés sino de «cualquier otra causa» STS de
29-01-2013, rec. 726/2010 y STS de 14-03-2011, rec. 511/2009.

RESOLUCIÓN EXPRESA DE LA RECLAMACIÓN ECONÓMICO-ADMINIS-
TRATIVA

La resolución se conceptúa como el acto del órgano competente que decide la ade-
cuación conforme a derecho del acto impugnado, declarando, en su caso, su nulidad o
anulación y decretando, si ha lugar a ello, la adopción de las medidas necesarias ten-
dentes a reparar la situación jurídica.

Tres caracteres priman en la regulación normativa de la resolución; su carácter inex-
cusable (art. 239.1 LGT 2003), su contenido (art. 239.2 LGT 2003) y el plazo en que ésta
ha de dictarse (art. 240 LGT 2003).
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Carácter inexcusable

Los Tribunales Económico-administrativos, no podrán abstenerse de resolver ninguna
reclamación sometida a su conocimiento, ni aun a pretexto de duda racional, ni defi-
ciencia en los preceptos legales, lo que es consecuencia directa del derecho a obtener
la tutela efectiva de jueces y tribunales que consagra el art. 24 CE 1978, y tiene su aco-
gida, con carácter general, en el art. 1.7.º CC 1889, y con carácter especial, en el orden
administrativo, en el art. 98 LPAC 39/2015, que impone a los órganos administrativos el
deber de resolver en todo caso los procedimientos, incluso si se han extendido de los
plazos marcados para ello (art. 240.1 in fine LGT 2003).

Tres precisiones cabe efectuar:

– La primera, que el deber de resolver no supone necesariamente, el enjuicia-
miento del fondo del asunto, sino que lo que comporta es, técnicamente, el enjui-
ciamiento del acto impugnado con las normas de derecho sustantivo y formal (v. gr.,
faltando algún requisito de admisibilidad de la reclamación, y no subsanado aquél
en tiempo y forma, el órgano resolverá, pero declarando la inadmisibilidad de la
reclamación).

– La segunda, que la técnica de la resolución presunta no exonera al órgano del
deber de resolver, en todo caso, de los asuntos de que conozca, sin que el hecho de
dictar resolución fuera de los plazos sea causa de invalidez sino tan sólo presupuesto
para exigir responsabilidad del funcionario causante de la demora, si a ello hubiera
lugar.

- Finalmente, interpuesto recurso contencioso-administrativo contra la desestima-
ción presunta, por silencio administrativo, de la reclamación formulada ante un
órgano revisor económico-administrativo, este puede dictar resolución expresa, de
forma extemporánea, declarando la inadmisibilidad de la reclamación cuando cons-
tate la superación del plazo máximo para interponerla. La resolución expresa del
órgano revisor, dictada fuera de plazo, que declara la inadmisibilidad de la reclama-
ción por ser extemporánea, no incurre en reformatio in peius ni en ninguna otra
infracción del ordenamiento jurídico, pues la revisión del fondo del asunto requiere
de una reclamación válida y tempestivamente interpuesta. En tales casos, el juez a
quo competente para resolver el recurso contencioso-administrativo debe enjuiciar
la conformidad a derecho de la decisión sobre inadmisibilidad declarada de forma
extemporánea por el órgano administrativo y, solo en el caso de que concluya que
no era ajustada a derecho, examinar el fondo del asunto (STS 9 de octubre de 2024,
rec. 1628/2023).

Contenido de la resolución

El art. 239.2 LGT 2003 establece la estructura y el contenido de la resolución en la
que se han de señalar, de una parte, los hechos alegados y aquellos otros derivados del
expediente que sean relevantes para las cuestiones a resolver, de otra, los fundamentos
jurídicos de la resolución y, por último, el fallo, en el que se resolverán todas las cues-
tiones suscitadas en el expediente hayan sido o no planteadas por los interesados.
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El fallo contendrá alguna de los pronunciamientos siguientes:

a) Inadmisibilidad de la reclamación o recurso.
b) Estimación de la reclamación o recurso, declarando no ser conforme a derecho

y anulando total o parcialmente el acto reclamado o recurrido por razones de derecho
sustantivo o defectos formales; en su caso, especificará las medidas a adoptar para
ajustar a derecho el acto objeto de reclamación o recurso que, tratándose de defectos
formales, supone la retroacción de las actuaciones de las que dimana al acto anulado
al momento procesal oportuno sin que, en estos casos, sea exigible un pronuncia-
miento sobre el fondo del asunto (Res. TEAC 00/4699/00/00 de 02/06/2015).

Excepcionalmente, y de forma novedosa, el artículo 239.6 LGT 2003, en rela-
ción con los procedimientos relativos a la obligación de expedir facturas, fija el
protocolo por el cual se soluciona la negativa u obstrucción a entregarla por el
reclamado; habilitando al reclamante a expedirla por cuenta de quien a ello estaba
obligado (el reclamado); debiendo remitir aquél copia de la misma al Tribunal, al
obligado y a la AEAT en orden a remediar o desbloquear la situación que la nega-
tiva del obligado a expedirla provocó, mientras que el art. 239.7 LGT 2003 se
recogen los efectos que ha de tener la resolución que afecte a una liquidación
conexa del mismo obligado tributario con arreglo a lo previsto en el artículo 68.9
LGT 2003, en este sentido: en ejecución de una resolución que estime total o
parcialmente la reclamación contra la liquidación de una obligación tributaria
conexa a otra del mismo obligado tributario de acuerdo con el artículo 68.9 LGT
2003, se regularizará la obligación conexa distinta de la recurrida en la que la
Administración hubiese aplicado los criterios o elementos en que se fundamentó
la liquidación de la obligación tributaria objeto de la reclamación. Si de dicha
regularización resultase la anulación de la liquidación de la obligación conexa
distinta de la recurrida y la práctica de una nueva liquidación que se ajuste a lo
resuelto por el Tribunal, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 26.5 LGT
2003.

En este orden de cosas, la resolución estimatoria podrá anular total o parcial-
mente el acto impugnado por razones de derecho sustantivo o por defectos for-
males. Cuando la resolución aprecie defectos formales que hayan disminuido las
posibilidades de defensa del reclamante, se producirá la anulación del acto en la
parte afectada y se ordenará la retroacción de las actuaciones al momento en que
se produjo el defecto formal. Con excepción del supuesto de "retroacción de las
actuaciones" -en cuyo caso, la liquidación que se dicté lo será en el seno del ori-
ginario procedimiento de aplicación del tributo- ya citado, los actos de ejecución,
incluida la práctica de liquidaciones que resulten de los pronunciamientos de los
tribunales, no formarán parte del procedimiento en el que tuviese su origen el acto
objeto de impugnación. De suyo (art. 239.3 párrafo 3 LGT 2003 y art. 66.2 RGRVA
2005) y salvo en los casos de retroacción, los actos resultantes de la ejecución de
la resolución deberán ser notificados en el plazo de un mes desde que dicha reso-
lución tenga entrada en el registro del órgano competente para su ejecución. No
se exigirán intereses de demora desde que la Administración incumpla el plazo de
un mes. (Res. TEAC de 24-10-2022, rec. 6854/2021) quedando expedita la vía
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contenciosa administrativa en caso de su incumplimiento (Resolución TEAC de
22-04-2024, Rec. 7809/2023).

Cabe recordar, aquí y ahora, que, en las estimaciones parciales por razones de
fondo, cuando se trata de actuaciones inspectoras que, conforme a la doctrina
sentada por la STS de 27-09-2022, rec. 5625/2020), Sentencia nº 1197/2022,
cuando la resolución económico administrativa a ejecutar consista en la anulación,
por motivos de fondo, del acuerdo de liquidación en un procedimiento inspector,
el órgano administrativo debe notificar el correspondiente acuerdo de ejecución
en el plazo de un mes previsto en los artículos 239.3 LGT 2003 y art. 66.2 del Real
Decreto 520/2005, de 13 de mayo, Reglamento general en materia de revisión en
vía administrativa, a contar desde el día en que la resolución del tribunal econó-
mico-administrativo tenga entrada en el registro de la Agencia Estatal de la Admi-
nistración Tributaria, incluido el registro de la Oficina de Relaciones con los Tri-
bunales. La consecuencia jurídica derivada del incumplimiento del plazo de un
mes previsto en los referidos preceptos, al tratarse de una irregularidad no invali-
dante sin efectos prescriptivos, es la no exigencia de intereses de demora desde
que la Administración incumpla el referido plazo. Este criterio supone un cambio
de criterio respecto al de la resolución del TEAC de 21-05-2019, rec. 5315-2018,
(Res. TEAC de 20-10-2022, rec. 3119/2022).

En la actualidad, con todo, late un profundo debate doctrinal respecto del
citado plazo del mes, su cómputo, su incumplimiento y, en fin, sus efectos. En
efecto, se cuestiona si el incumplimiento del plazo de un mes previsto en el artículo
66.2 RGRVA -y, paralelamente, en la actualidad, en el artículo 239.3 LGT 2003-,
conforme a lo dispuesto en los artículos 47 y 48 LPAC 39/2015 determina una
mera irregularidad no invalidante (Resolución TEAC de 13-11-2018, rec.
7558/2015) o no, con los efectos jurídicos que contempla la normativa vigente,
como sería –ya se ha dicho- la imposibilidad de exigir intereses de demora desde
que la Administración incumpla el plazo de un mes prevista en el artículo 239.3
de la Ley General Tributaria. Especialmente, si de sanciones tributarias anuladas
se trata, la Administración tributaria puede, en ejecución de la resolución anula-
toria, dictar una nueva resolución que sustituya a la anulada, en el plazo de un
mes, de conformidad con lo previsto en el artículo 66.2 del Reglamento general
de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en mate-
ria de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto Real Decreto
520/2005, de 13 de mayo (STS de 21-09-2020, Rec. 5684/2017).

Ahora bien, cuando se ha anulado una sanción por haber sido anulada la liqui-
dación de la que trae causa, y sea posible emitir una liquidación posterior sobre
el mismo concepto y ejercicio, el que pueda dictarse la correspondiente sanción
o ello vulnere el principio ne bis in idem en su vertiente procedimental (STS
1773/2010, de 22.03.2010, Recurso 997/2006) depende de la naturaleza del
defecto que haya causado la anulación de la liquidación, pues de ello dependerá
también el carácter del pronunciamiento anulatorio de la sanción.
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La revisión de un acto de aplicación del tributo, de una actuación tributaria, 
de una sanción tributaria y, con matices, la de la «acción de pago» de las 
obligaciones tributarias pecuniarias, es definida como toda acción, some-

tida a procedimiento, en cuya virtud la propia Administración vuelve sobre aque-
llos, de oficio o a instancia de los interesados, a efectos de su modificación, 
rectificación o desaparición, depurando los vicios o defectos, de nulidad o anula-
bilidad, sustantivos, formales o de los procedimientos en los que se integran, con 
las inherentes consecuencias que ello conlleva, incluso rectificando los errores 
de hecho o materiales de los que adolezcan.

Esta obra se constituye como la guía más completa del mercado para aprove-
char todas las posibilidades que ofrecen los procedimientos especiales de revi-
sión administrativa y, singularmente, las denominadas «reclamaciones económi-
co-administrativas» con la finalidad antes citada.

Con un enfoque práctico, pero riguroso y completo, se incluyen numerosos ejem-
plos, cuadros y llamadas de atención sobre los aspectos principales a destacar 
en cada apartado, así como la casuística y ejemplos que permiten entender me-
jor los casos particulares, incorporando la doctrina más reciente de la Dirección 
General de Tributos, del Tribunal Económico-Administrativo Central, y la de los 
Tribunales que se integran en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

El libro incorpora además numerosos modelos y formularios de relación con la 
Administración tributaria y de interposición de todo tipo de solicitudes, procedi-
mientos especiales y recursos.

La segunda edición de la obra se pone al día incorporando los criterios doctri-
nales y jurisprudenciales más recientes y de mayor relevancia que afectan al 
procedimiento de revisión en vía administrativa y actualizando los formularios y 
modelos de comunicación.
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